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INTRODUCCIÓN

 “El dinero alcanza cuando nadie roba.”  Ese mensaje llevó 
a un candidato de partido minoritario, Nayib Bukele, a una 
victoria arrasadora en la elección presidencial de El Salva-
dor en 2019, superando ampliamente los votos combinados 
de los dos candidatos de partidos mayoritarios. La elección 
de Bukele fue la última en una ola de victorias políticas en 
América Latina por candidatos que hicieron campaña con 
plataformas de anticorrupción.

Estas plataformas políticas son exitosas porque la corrup-
ción es endémica en la región, como lo revelan tanto los 
escándalos estremeadores como Lava Jato en Brasil, como 
las encuestas rutinarias que muestran, por ejemplo, que 
uno de cada dos ciudadanos mexicanos ha sobornado a un 
funcionario público.1 Según la Organización para la Coop-
eración y el Desarrollo Económico (OCDE), los sobornos en 
los procesos de compra del gobierno incrementa los costos 
de contratación entre un 10 y un 20 por ciento, generando 
una pérdida de $400 miles de millones al año.2 Tan solo 
Lava Jato implicó sobreprecios por más de $6 mil millones 
en la región.3 En Perú, el Banco Mundial ubica el costo de 
la corrupción en $10 mil millones al año, aproximadamente  
del 3 al 5 por ciento del PIB total del país. En México, se 
estima que el costo de la corrupción es de hasta un 10 por 
ciento del PIB.4

 
Estos y otros escándalos han degradado la confianza de los 
latinoamericanos en sus gobiernos. Según una encuesta 
llevada a cabo por Pew, en el 2017, solo un 2 por ciento 
de los brasileños y mexicanos confían “mucho” en sus go-
biernos. La situación no es mucho mejor en otras partes 
de la región: un 73 por ciento de los latinoamericanos está 
insatisfecho con su gobierno.5  

La revuelta latinoamericana contra la corrupción– mani-
festada tanto en las protestas callejeras como en las ur-
nas—no es necesariamente el resultado de un aumento en 
la corrupción, sino de una mayor conciencia e intolerancia 
ante la corrupción. Los adelantos tecnológicos y una mayor 
participación cívica, han empoderado a los medios, a la ciu-
dadanía y a las organizaciones no gubernamentales (ONGs) 
de control y vigilancia, tipo watchdog, para descubrir y sacar 
a la luz la corrupción. Aunque hoy en día los ciudadanos 
tienen mayor percepción de la corrupción, también se si-
enten cada vez más motivados a combatirla; una encuesta 
reciente de Transparencia Internacional indica que 70 por 
ciento de los latinoamericanos cree que la gente común de-
sempeña un papel clave en la lucha contra la corrupción.6 

Ante este escenario de escándalos y descontento ciu-
dadano, el gobierno peruano designó la “gobernabilidad 
democrática frente a la corrupción” como el tema central 
de la Cumbre de las Américas de 2018, una reunión cele-
brada cada tres años por los jefes de estado de los países 
de las Américas. Como preparación a este evento, el Centro 
para América Latina Adrienne Arsht del Atlantic Council y 
el Diálogo Interamericano colaboraron con el Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Perú con el fin de desarrollar insu-
mos para la declaración y el plan de acción de la Cumbre. 
Las organizaciones reunieron a expertos anticorrupción de 
todo el hemisferio, en Washington, DC y en Lima, Perú, para 
las sesiones de discusión. Los resultados se presentaron 
en reuniones de planeación previas a la cumbre, auspicia-
das por la Organización de Estados Americanos, con la par-
ticipación de representantes de los gobiernos regionales. 
Estas ideas ayudaron a definir el Compromiso de Lima,7 que 
incluye 58 acciones concretas para mejorar y fortalecer la 
transparencia y la lucha anticorrupción en la región.

Para fomentar la implementación del Compromiso de Lima,8 

a principios de 2019 el Centro para América Latina Adrienne 
Arsht del Atlantic Council y el Diálogo Interamericano, con 
el apoyo de Open Society Foundations, reunieron a exper-
tos anticorrupción pertenecientes a sectores de tecnología, 
gobierno, multilaterales, medios, empresarial y de la socie-
dad civil, con la meta de identificar y promover soluciones 
de tecnología vanguardista en las áreas de transparencia 
y anticorrupción, específicamente aquellas relacionadas 
con las licitaciones públicas, dada su importancia en los 
recientes escándalos de corrupción. Este objetivo fue espe-
cíficamente derivado del Compromiso 17 de la Declaración 
de Lima: 

17. Promover el uso de nuevas tecnologías que faciliten el 
gobierno digital con el objeto de impulsar la transparencia, 
la interacción con los ciudadanos y la rendición de cuentas, 
a través del desarrollo de herramientas de identificación, de-
tección, sistematización y monitoreo de procedimientos gu-
bernamentales y, con esa finalidad, fortalecer la cooperación 
y el intercambio de buenas prácticas sobre el desarrollo y 
aplicación de dichas tecnologías.

Este reporte examina soluciones tecnológicas que apoyan 
la lucha contra la corrupción y presenta ejemplos de algu-
nas de estas soluciones, mientras identifica obstáculos 
para su adopción generalizada y propone respuestas de 
políticas adecuadas. 

Foto: Marcus Spiske / Unsplash 
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En abril de 2015, un policía de Charleston, Carolina del 
Sur, disparó letalmente a un hombre negro desarmado 
llamado Walter Scott. El incidente fue grabado con la 

cámara de un smartphone de un transeúnte, y el video sirvió 
como prueba clave en el juicio del policía, quien fue declara-
do culpable y sentenciado a 20 años de prisión.9  

Las grabaciones con smartphones de policías matando a 
hombres negros desarmados en los Estados Unidos han ac-
tivado una conversación nacional sobre la mala conducta 
policial y han fomentado la presión para que los policías 
usen cámaras corporales10 a fin de mejorar la supervisión, 
reducir la impunidad, y ayudar a aquellos policías que 
actúan con rectitud.11 Este es un ejemplo del poder de la 
tecnología para empoderar a los ciudadanos, estimular 
reformas, y mejorar la supervisión y rendición de cuentas, y 
esta medida puede resonar en países como Brasil que tam-
bién enfrentan el reto del uso excesivo de fuerza por parte 
de la policía.12 

Aunado a esto, las protestas anticorrupción que agitaron 
a toda América Latina y el Caribe en el 201513 y han con-
tinuado periódicamente desde entonces–incluyendo la 
reciente protesta haitiana llamada “Kot Kob Petwo Kariba 
a?”14 (¿Dónde está el dinero de Petrocaribe?) exigiendo la 
rendición de cuentas respecto a los cientos de millones 
de dólares estafados y robados mediante el programa 
venezolano Petrocaribe15–han generado un clima donde las 
autoridades se encuentran bajo presión de hacer limpieza.

Los nuevos desarrollos tecnológicos, como la adopción 
generalizada de smartphones, crean una enorme prome-
sa de empoderar ciudadanos para detectar actividades 
sospechosas y dar a los buenos actores en el gobierno las 
herramientas para detectar, castigar y prevenir actividades 
corruptas o maliciosas.16 La mayoría de los gobiernos lati-
noamericanos han dado pasos importantes para mejorar 
la transparencia gubernamental, adoptando leyes sobre el 
Derecho de Acceso a la Información17 e incrementado la 
digitalización y publicación de registros en línea.18 Todos 
los países, excepto Venezuela, Nicaragua, Cuba, Guyana, 
Surinam, Haití y Belice, forman parte de la Alianza para el 
Gobierno Abierto (Open Government Partnership)19 y se han 
comprometido con diversos planes de acción y reformas en 
el marco de esta alianza. 

Sin embargo, la implementación de estos planes y políticas 
es inconsistente y aún existe una brecha entre lo que se 
promete y lo que se implementa. Como dice el refrán: "en-
tre dicho y hecho hay mucho trecho." La tecnología puede 
ser un elemento crucial para cerrar esta brecha, en conjunto 
con la voluntad política necesaria, vigilancia por parte de la 
sociedad civil y cooperación internacional. 

El siguiente es un esquema general de las oportunidades 
tecnológicas que existen para combatir la corrupción en las 
licitaciones públicas de la región, así como los retos cor-
respondientes a su adopción más generalizada y efectiva. 

1) Datos abiertos y procesos de contratación electrónica

Según el Banco Interamericano de Desarrollo, “los proced-
imientos manuales, las interacciones presenciales y la fal-
ta de estandarización de procesos hacen que los trámites 
sean vulnerables a comportamientos deshonestos"20 Esto 
es cierto para las transacciones diarias de los ciudadanos 
con el gobierno, tales como la solicitud de documentos, y 
se magnifica en los procesos públicos de compra, donde 
el potencial de ganancias ilícitas es mayor. Entre más 
transacciones se hagan digitalmente–a través de portales 
regulados por estándares y restricciones, y que pueden ser 
monitoreados–la mayor información sobre procesos de 
contratación pública puede ser publicada y monitoreada. 

Por ejemplo, la Comisión Nacional de Hidrocarburos de 
México fue destacada en un informe de la OCDE21 por man-
tener buenas prácticas de e-contratación (contratación 
electronica) debido a su desarrollo y apego a las pautas de 
transparencia en línea, que involucraban la publicación de 

	

Nuevos desarrollos tecnológicos 
crean la enorme promesa de 
empoderar ciudadanos para 
detectar actividades sospechosas 
y dar a los buenos actores en el 
gobierno las herramientas para 
detectar, castigar y prevenir 
actividades corruptas.

DIAGNÓSTICO: OPORTUNIDADES DE EMPODERAMIENTO
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la mayor información posible sobre los procesos de lic-
itación así como el intercambio electrónico de documen-
tos. Esto garantiza que todos tengan la misma información 
simultáneamente, dando a los funcionarios públicos 
menos influencia discrecional y personal sobre el proceso 
de compras. La publicación de información  sobre el pro-
ceso de compras en un formato de datos abiertos22 puede 
permitir que la sociedad civil y otros monitores designa-
dos desempeñen un papel relevante en la identificación y 
denuncia de corrupción, especialmente si un gobierno no 
tiene los recursos o la voluntad política para identificar y 
exponer actores corruptos. Más allá de publicar los datos 
de los procesos de compra en formato abierto, el siguiente 
paso para simplificar y modernizar los procesos públicos 
de compra es crear un portal totalmente digitalizado y au-
tomatizado para estos procesos, como los implementados 
en Corea del Sur,23 Filipinas y Singapur, entre otros. 

Sin embargo, el sistema de e-contratación no se puede 
dejar solo, sino que debe ir acompañado de auditorías reg-
ulares y supervisión por parte de los organismos respons-
ables, a fin de prevenir irregularidades. Esto puede apoy-
arse con Pactos de Integridad,24 que son convenios entre 
los organismos gubernamentales ofreciendo el contrato y 
las compañías que licitan, para que no incurran en ninguna 
práctica corrupta durante el desempeño del contrato, y que 
sean supervisadas por grupos de la sociedad civil (tales 
como Transparencia Internacional).25   

2) Smartphones y aplicaciones tecnológicas cívicas 

El poder de la tecnología de los smartphones ha sido uti-
lizado por los ciudadanos para concientizar y responsabili-
zar la mala conducta policial en Estados Unidos26 y Brasil,27 
así como para exponer el mal uso de fondos públicos en 
Haití.28 Aunado al poder de difusión que tienen las redes 
sociales, el smartphone se ha convertido en un medio 
para recabar evidencia de ilegalidad y usarla para exigir 
una reparación política y judicial. La aceleración del uso 
de smartphones en Latinoamérica29 ha generado la prolif-
eración de aplicaciones tecnológicas cívicas que buscan 
proveer a los ciudadanos la información y los medios para 
responsabilizar a las autoridades. Estas aplicaciones es-
tán disponibles en plataformas como apps4citizens.30 

Las aplicaciones tecnológicas cívicas pueden potenciar 
la supervisión de procesos de contratación pública, al 
permitir que los ciudadanos monitoreen el avance de las 
obras públicas in situ, o que reporten sobornos por parte 
de los funcionarios públicos.31 Por ejemplo, Promise Track-
er32 en Brasil alentó a los jóvenes a usar sus smartphones 
para reportar deficiencias en la infraestructura pública y 
servicios del gobierno, como el mantenimiento de las 
paradas de autobús, accesibilidad a los parques para las 
personas con discapacidad, o la calidad del almuerzo es-
colar, entre otros. Los proyectos de monitoreo de Prom-
ise Tracker generaron intervenciones por parte de las au-
toridades pertinentes, resultando en mejoras en algunos 
casos. Del mismo modo, Supercívicos33 en México es una 
aplicación que permite a la ciudadanía grabar videos con 
sus smartphones para reportar problemas urbanos o de in-
fraestructura en su ciudad, incluyendo por ejemplo carros 
estacionados en lugares prohibidos, basureros desborda-
dos, accidentes de tráfico, obstáculos en las aceras, etc. 
para un manejo más eficiente por parte de las autoridades 
competentes. En algunos casos, el monitoreo produjo 
una intervención oportuna de las autoridades, y en gener-
al, tanto Promise Tracker como Supercívicos sirven para 
promover una cultura de responsabilidad comunitaria y la 
expectativa de que el gobierno se esforzará por fortalecer 
la rendición de cuentas. 

3) Big data y algoritmos de inteligencia artificial 

Muchas veces, una amplia evaluación de riesgo en pro-
cesos de contratación pública queda fuera de la capaci-
dad de un análisis manual, porque existen demasiadas 
bases de datos y variables incluso para los analistas más 
experimentados. En este sentido, los algoritmos de inteli-
gencia artificial (IA)–como la herramienta Arachne34 de la 
Comisión Europea y el Bid Rigging Indicator Analysis Sys-
tem (BRIAS)35 de Corea del Sur–pueden ser cruciales para 
identificar irregularidades en los procesos públicos de 
contratación y para monitorear de cerca los proyectos de 
alto riesgo. La herramienta Arachne usa bases de datos in-
ternas–por ejemplo, de contratos, beneficiarios, y gastos–
que extrae de una autoridad administrativa a nivel nacional 
y de bases de datos externas–por ejemplo, de accionistas, 
subsidiarias y representantes de empresas; personas

La publicación de información pública en un formato de datos abiertos  puede 
permitir que la sociedad civil y otros supervisores designados desempeñen un 
papel relevante en la identificación y denuncia de corrupción.
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EJEMPLO: HACKS DE SOCIEDAD CIVIL

Los grupos de periodismo investigativo se encuentran al frente del movimiento que usa datos para lograr una 
mejor rendición de cuentas por parte de los funcionarios públicos en Latinoamérica. Entre los ejemplos más 
relevantes podemos mencionar a Ojo Público36 en Perú, que fue creado en el 2014 y desde entonces ha llevado 
a cabo un trabajo fundamental investigando la corrupción en el gobierno del Perú, especialmente en relación con 
el escándalo de Lava Jato,37 lo cual fue dificil de investigar porque el gobierno de Perú no cuenta con una base de 
datos centralizada sobre los procesos de contratación y la información. Además, cuando la información relevante 
si está disponible, se encuentra dispersa. A pesar del importante trabajo que Ojo Público lleva a cabo para sacar 
esta información a la luz, sus recursos humanos son muy limitados: actualmente, el equipo de Ojo Público está 
conformado por diez empleados: algunos periodistas, unos cuantos ingenieros de datos y algunos desarrolladores 
de software. 

En Guatemala, Ojoconmipisto38 desempeña muchas funciones: además de ser un grupo de periodismo 
investigativo, maneja una base de datos que contiene información sobre contratos públicos municipales y realiza 
denuncias ciudadanas de corrupción para su investigación. Este grupo ha iniciado diversas investigaciones amplias 
y a detalle, incluyendo la llamada “40 alcaldías bajo la lupa”,39 que sirve de base de datos sobre los antecedentes 
penales y los casos pendientes donde están implicados los funcionarios de estas 40 alcaldías. Además, permite 
descargar esta información en formato XML. Ojoconmipisto también enfrenta dificultades por contar con recursos 
limitados, sumado con la renuencia del gobierno de Guatemala respecto de cumplir cabalmente las leyes sobre 
el Derecho de Acceso a la Información, que obliga a Ojoconmipisto a emprender costosos procesos legales o a 
solicitar ayuda del Procurador de los Derechos Humanos. 

El Instituto Observ es un iniciativa startup en Brasil que desea mejorar la transparencia y promover la competencia, 
haciendo que los procesos de licitación del sector gubernamental sean accesibles al público en general.40 Al crear 
un algoritmo para detectar irregularidades o posibles casos de corrupción en los procesos públicos de compra, 
Observ espera poder eliminar las licitaciones que reflejan manipulaciones fraudulentas con mayor eficiencia. 
Como se usan datos abiertos en lenguaje de computación, tanto la ciudadanía como las organizaciones de control 
y vigilancia, pueden ayudar a detectar irregularidades en las contrataciones gubernamentales. Los expertos 
participantes de nuestra mesa redonda resaltaron la importancia de los algoritmos de fuente abierta para analizar 
de manera efectiva los datos de las contrataciones del sector gubernamental y garantizar servicios públicos 
eficientes a los ciudadanos. La meta a largo plazo de Observ es transformar los procesos de licitación de proyectos 
públicos de infraestructura, tanto en Brasil, como en el extranjero. En otras palabras, si, de ahora en adelante, este 
tipo de monitoreo se convierte en un requisito básico para el financiamiento de los proyectos de infraestructura, 
la mejora que se logre en los procesos puede ayudar a restituir la confianza en el gobierno y en el sector privado. 
Lamentablemente, Observ aún no ha conseguido un financiamiento a largo plazo. Además de este obstáculo, la 
gestión de algunos gobiernos - especialmente los de los municipios más pequeños- es deliberadamente opaca, 
lo que hace que los documentos legales sean más difíciles de entender y se pongan trabas a los esfuerzos de las 
organizaciones como Observ.  

RETOS ABORDADOS*: 

*vea la proxima sección 
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RETOS: QUÉ HACE FALTA

Aunque las oportunidades ya descritas tienen el po-
tencial de mitigar o prevenir la corrupción en los 
procesos de contratación pública, existen algunos 

obstáculos fundamentales que hacen difícil su adopción 
o su optimización. A continuación, se presenta una lista 
de retos que enfrentan los países latinoamericanos para 
el uso de tecnologías con el fin de luchar contra la corrup-
ción. 

1) Cooperación entre sectores 

En muchos casos, las aplicaciones tecnológicas cívicas se 
derivan de la creciente indignación y esperanza de cambio 
que ha generado Lava Jato y otros casos de corrupción en 
la región. Contrarrestar la corrupción ha sido el lema de 
muchos de los funcionarios que han ganado las elecciones 
desde entonces, y las organizaciones de la sociedad civil 
–incluyendo las plataformas de periodismo investigativo- 
han trabajado sin descanso para utilizar estas nuevas tec-
nologías y comprometer a la ciudadanía en la lucha contra 
los manejos ilícitos del gobierno. 

Sin embargo, estas aplicaciones operan a una escala lim-
itada, o se mantienen aisladas; es decir, que logran invo-

lucrar a la ciudadanía y crear conciencia sobre la corrup-
ción, pero no catalizan ningún movimiento por parte de 
los organismos gubernamentales. Un reto fundamental es 
crear un vínculo más profundo entre las organizaciones de 
la sociedad civil que recaban, minan y publican los datos 
gubernamentales a fin de exponer los casos de corrupción 
con los organismos regulatorios, procesales o judiciales 
del gobierno, y apoyar el intercambio de información y las 
mejores prácticas entre ellas, a fin de garantizar un segui-
miento formal de la investigación. Un reto asociado a lo 
anterior es proporcionar un financiamiento constante para 
estos esfuerzos: por ejemplo, JOTA, organización de peri-
odismo de datos, creó una base de datos pública sin prec-
edentes sobre la investigación judicial relacionada con el 
caso Lava Jato en Brasil, llamada “Lava Jota.”46 La base de 
datos fue un recurso esencial para periodistas, académi-
cos y hasta los miembros del grupo de investigación de 
Lava Jato.47 Sin embargo, como Jota la lanzó bajo el es-
quema de producto pro bono, no se contó con más finan-
ciamiento para continuarla o expandirla. 

2) Mejores datos

Un reto central en los países donde la corrupción está muy 

expuestas; listas de sanciones; listas de los departa-
mentos de seguridad del estado–que incluyen cientos de 
millones de nombres y referencias cruzadas con el fin de 
detectar proyectos de alto riesgo. Por otra parte, BRIAS se 
desarrolló a fin de “identificar las actividades tipo cartel y 
los posibles casos de manipulación fraudulenta de licita-
ciones en los procesos de contratación pública” y extrae 
información de KONEPS–el sistema de e-contratación de 
Corea del Sur–a fin de buscar cualquier anomalía en los 
factores de los procesos públicos de contratación, incluy-
endo el precio y la cantidad de ofertantes, para generar 
una calificación respecto a la posibilidad de manipulación 
fraudulenta que, si está por encima de un umbral determi-
nado, puede servir de base para abrir una investigación. 
Otras herramientas analíticas y para la minería de datos 
pueden, al tomar grandes bases de datos y llevando a cabo 
una cuidadosa referencia cruzada, también ser útiles para 
identificar transacciones riesgosas.41 Con estas herramien-
tas, se pueden desarrollar mapas de riesgo que saquen a 
la luz flujos financieros ilícitos y sofisticadas redes de cor-
rupción. 

4) Tecnologías de registro distribuido 

Las tecnologías de registro distribuido (distributed ledger 
technologies, o DLT por sus siglas en inglés), tales como 
blockchain, pueden ser un método a prueba de piratería 
para “la verificación de la identidad, el registro de activos 
y la certificación de transacciones”42 en la contratación 
pública. Dichas tecnologías son ideales para escenarios 
donde los datos son públicos, pero existen dudas sobre la 
confiabilidad de las entidades responsables de su actual-
ización.43 Las tecnologías DLT democratizan el proceso de 
verificación que se aplica a las transacciones y distribuyen 
las responsabilidades de gestión de datos entre múltiples 
participantes, todos los cuales tienen acceso a una cade-
na de datos que es inquebrantable debido al uso de crip-
tografía matemática que alerta sobre cualquier intento de 
manipulación indebida,44 y todos los cuales cuentan con 
incentivos reales para identificar estas irregularidades.45  
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extendida es la indisponibilidad de la información públi-
ca. También los países que pretenden abrirse a veces lo 
hacen de manera insuficiente o inadecuada (una práctica 
llamada “openwashing”).48 Aunque México, Brasil, Uruguay 
y Colombia tienen una alta calificación en el Barómetro de 
Datos Abiertos, debido a los considerables avances logra-
dos en los últimos cinco años en términos de hacer que los 
datos gubernamentales queden accesibles y utilizables–
muchas veces con la ayuda de organizaciones de la socie-
dad civil y los bancos multilaterales de desarrollo–y Chile 
y Argentina ganan una mención especial por sus esfuerzos 
en la apertura, aún queda mucho por recorrer antes de que 
esos gobiernos–y mucho menos algunos como El Salva-
dor, Honduras, o Bolivia–operen con una administración 
realmente abierta como se define en la Carta Internacional 
de los Datos Abiertos (Open Data Charter).49 La calidad 
de los datos aún es muy variable entre distintas bases de 
datos y organismos, y muchas veces se encuentran incom-
pletos, o no están verificados, no son legibles, no están 
desagregados, o no son oportunos. 

Esto representa un reto por varias razones. No es solo el 
hecho de que los malos datos impiden la transparencia, 
sino también significa que no se pueden aplicar los algo-
ritmos de inteligencia artificial, o ningún mecanismo para 
hacer referencias cruzadas entre bases de datos. Estas 
tecnologías solo son relevantes cuando los datos cum-
plen ciertas normas de legibilidad y comparabilidad.50 En 
algunos de los casos más graves, la información brindada 
son fotos de baja calidad o archivos PDF de documentos 
que no pueden ser verificados y están incompletos. En 
Guatemala, por ejemplo, los grupos de periodismo inves-
tigativo, como Ojoconmipisto, indican la necesidad de 
apelar al Procurador de los Derechos Humanos cuando el 
gobierno rechaza o ignora sus solicitudes de información 
pública según las leyes sobre el Derecho de Acceso a la 
Información de ese país. Además, las leyes para el acceso 

a la información son poco reforzadas en la región, o se da 
una respuesta deficiente o incompleta a las solicitudes,51 
o se ven debilitadas cuando un gobierno inclinado hacia la 
opacidad asume el poder.52   

De forma más amplia, existen muchas brechas de infor-
mación en la region sobre los beneficiarios reales,53 es 
decir quién es el dueño o lucra con ciertas compañías. Es-
tas brechas lo hacen casi imposible obtener una imagen 
completa de la actividad de la compañía54 para asegurar 
que no se beneficie de transacciones ilegales. Por ejem-
plo, muchos de los pagos ilícitos que efectuó la división 
de sobornos designada por Odebrecht–denominada Di-
visión de Operaciones Estructuradas–se llevaron a cabo a 
través de cuentas offshore registradas a nombre de em-
presas fantasma, cuyos dueños se mantienen en secreto,55 
una estructura que fue posible gracias al uso de “bancos 
con características muy particulares [respecto al secreto 
bancario] que ayudaría en el sistema [de sobornos]” de 
Odebrecht.56  Incluso cuando la información de las con-
trataciones gubernamentales se hace pública, se puede 
diseminar entre diversas bases de datos, haciendo que 
sea más difícil aplicar una referencia cruzada y detectar 
indicadores de corrupción o de jugadas sucias. 

La opacidad en las contrataciones públicas se exacer-
ba por el hecho de que, en muchos casos, los contratos 
públicos se modifican con “enmiendas para facilitar el fi-
nanciamiento bancario”57 o apéndices que, en el caso de 
Odebrecht, se incorporaron durante las renegociaciones58  
y abrieron la puerta a la sobrevaluación de los contratos 
que, a su vez, financiaron los sobornos relacionados con 
los contratos de Odebrecht. En muchos países, este tipo 
de enmiendas no están sujetas a los mismos requisitos de 
transparencia que el proceso de licitación y los contratos 
iniciales. 

3) Sacarle el mayor provecho a los datos disponibles.

Incluso los países que reflejan avances al facilitar da-
tos abiertos, muchas veces lo hacen de una forma más 
bien pasiva.59 Los gobiernos pueden crear portales de 
información (como la plataforma de información sobre 
cabildeo de Chile60) sin promover de manera proactiva la 
forma en que los pueden usar los funcionarios guberna-
mentales para mejorar las políticas o la supervisión de los 
procesos públicos de compra, o la sociedad civil en su rol 
de control. Por otra parte, los grupos de la sociedad civil 
no siempre están bien ubicados o cuentan con recursos 
para maximizar el potencial de los datos que el gobierno 
hace disponibles. Aún los grupos vanguardistas, como 
Ojo Público en Perú, frecuentemente solo cuentan con 

Las leyes de acceso a la 
información se aplican 
parcialmente en la región, o se 
da una respuesta deficiente o 
incompleta a las solicitudes,  o 
se ven debilitadas cuando un 
gobierno inclinado hacia la 
opacidad asume el poder.   
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uno o dos ingenieros/analistas de datos entre su person-
al. Como unos observadores han indicado,61 muchas veces 
hay grandes expectativas para el big data como solución de 
la corrupción gubernamental, pero rara vez hay esfuerzos 
focalizados que tomen en cuenta, de manera realista, el al-
cance de los datos disponibles.62  

Un reto compartido es la empinada curva de aprendizaje y 
entrenamiento que enfrentan la mayoría de los países de 
Latinoamérica. Incluso en países que han progresado, el 
conocimiento y la experiencia técnica están limitados a 
solo algunos funcionarios gubernamentales, y en general, 
a un pequeño segmento de la población.63 El entrenamiento 
y las capacidades tecnológicas, si es que existen, no están 
distribuidos uniformemente entre los organismos guberna-
mentales, especialmente a nivel local y provincial.

Las tecnologías de registro distribuido (DLT por sus siglas 
en inglés), particularmente, requieren de la participación de 
todos los actores de los procesos públicos de contratación 

para ser efectivas. El sector privado está avanzando más 
rápido en este aspecto,64 pero tratar con organismos gu-
bernamentales usando contratos verificados con base en 
dichas tecnologías DLT resulta imposible, a menos que los 
organismos de gobierno responsables tengan la capacidad 
de operarlas. 

Incluso para comenzar a usar los algoritmos de IA mencio-
nados anteriormente, o integrar las tecnologías DLT, se re-
quiere un almacenamiento de datos y una infraestructura de 
acceso muy amplios e integrales. Para construir esta infrae-
structura, o usar infraestructura pública ya existente como 
Ethereum,65 los gobiernos no solo necesitan el hardware, 
software y un programa de actualización tecnológica para 
sus funcionarios, sino también la voluntad política para 
crear procesos públicos transparentes que se conviertan 
en rutina y fomentar una cultura que contrarreste la corrup-
ción, especialmente en localidades sub-nacionales que en 
muchos casos operan con muy poca o ninguna supervisión 
federal. 

Beneficial ownership transparency 
regulations should be strengthened 
to facilitate scrutiny and deter 

EJEMPLO: HACKS GUBERNAMENTALES 

Por la parte gubernamental, una iniciativa que está ayudando a incrementar la transparencia es el proyecto Mapa 
Inversiones, financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y Microsoft bajo una asociación con los 
gobiernos de Paraguay, Costa Rica y Colombia, cuyo objeto es crear mapas que reflejen todas las inversiones 
públicas a lo largo de cada uno de estos países.66 Esta iniciativa se deriva de un proyecto piloto, llamado Mapa 
Regalías,67 iniciado en Colombia en el 2013, a fin de reflejar todos los proyectos públicos financiados con regalías. 
Para este proyecto, se le solicitó a algunas alcaldías revelar la información financiera relacionada con proyectos 
públicos, indicando que cualquier incumplimiento generaría retenciones al financiamiento de los proyectos. En el 
2016, se encontró que 125 alcaldías de Colombia reflejaban incumplimiento y, en consecuencia, no se les asignó la 
misma cantidad de fondos o recursos. El proyecto Mapa Inversiones busca reparar las asimetrías de información 
que existen entre los distintos gobiernos y el público, a través de datos abiertos o de libre acceso y herramientas 
interactivas. Mapa Inversiones también permite que la ciudadanía supervise, casi en tiempo real, los trabajos y las 
inversiones relacionadas con contrataciones públicas. Cuando se escribió este informe, Mapa Inversiones ya habia 
publicado detalles sobre trabajos del sector público por más de $8 mil millones en Costa Rica, y más de $4 mil 
millones en Paraguay. Los proyectos incluidos en los mapas reflejan un incremento en eficiencia del 11 por ciento en 
Colombia, y un mayor retorno sobre la inversión tanto en Paraguay como en Costa Rica.

RETOS ABORDADOS:
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Para las comunidades en Latinoamérica, especial-
mente a nivel local o provincial, la transparencia en la 
administración y los procesos de compra del sector 

gubernamental–y especialmente la transparencia digital– 
pueden parecer prohibitivamente difíciles o costosos. En 
una región donde la informalidad y la discreción–en los 
procesos gubernamentales, la contratación pública y las 
transacciones rutinarias de negocios68–son la práctica 
común, convencer al gobierno y a sus contrapartes del sec-
tor privado de que operen en un espacio digital no nego-
ciable y regido por normas, no siempre es fácil. Pero no es 
imposible gracias a la confluencia de las redes sociales, la 
cada vez mayor cultura digital y una activa sociedad civil, 
así como las nuevas herramientas tecnológicas que hacen 
que la detección y prevención de la corrupción sea más 
fácil que nunca. Las siguientes recomendaciones buscan 
servir como punto de partida para aquellos en el gobierno, 
el sector privado y la sociedad civil que buscan maximizar 
el uso de las herramientas digitales para mejorar la trans-
parencia y la rendición de cuentas. 

1. TRABAJAR JUNTOS HACIA 
     DATOS REALMENTE ABIERTOS. 

Adoptar estándares internacionales para datos de 
contrataciones públicas.

Los países de Latinoamérica no tienen la necesidad de 
reinventar la rueda. Hay una abundancia de recursos so-
bre cómo registrar y publicar datos realmente abiertos. 
La carta internacional de los datos abiertos69–suscrita 
por Argentina, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, 
México, Panamá, Paraguay y Uruguay–y los Principios de 
los Datos Abiertos del G2070, establecidos y adoptados 
por los países del G20 en el 2015, pueden servir como 
un buen punto de partida, junto con los lineamientos más 

técnicos establecidos por el Estándar de Datos para la 
Contratación Abierta (OCDS por sus siglas en inglés)71. En 
pocas palabras, esto implica asegurar que los datos sean 
legibles,  comparables, de libre acceso, descargables, es-
tén desagregados, sean oportunos, estén concentrados y 
sean complejos. Los gobiernos–con el apoyo de los ban-
cos multilaterales de desarrollo–deben adoptar estos es-
tándares e ir más allá de las normas para crear un estándar 
nacional de publicación de datos sobre los procesos de 
contratación que tenga fuerza de ley, y cuyo cumplimiento 
se le pueda exigir a los distintos organismos. Esto debe ir 
de la mano de la inversión en el desarrollo de capacidades 
para la creación y el mantenimiento de portales nacionales 
para la contratación abierta que se integren al proceso de 
contrataciones públicas y reflejen una información actual-
izada sobre las licitaciones y su desarrollo en tiempo real. 

Divulgar toda la información sobre los beneficiari-
os reales y las renegociaciones de los contratos. 

Dar a conocer los datos del gobierno no es suficiente si 
esto no va acompañado de transparencia acerca de las 
empresas privadas que presentan sus ofertas en la lic-
itación de los contratos gubernamentales. Por ende, se 
deben fortalecer las regulaciones sobre la transparencia 
de los beneficiarios reales para facilitar el escrutinio y 
disuadir la corrupción72. Los países deben cumplir los es-
tándares de transparencia establecidos por el Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI)73 y el Foro Mundi-
al (Global Forum)74. La verificación automática se puede 
facilitar utilizando tecnologías de registro distribuido, y 
algoritmos pueden ser desarrollados para detectar las ir-
regularidades que ameriten una investigación posterior. 
Aunado a esto, para prevenir la facilitación de sobornos a 
través de “apéndices” encubiertos, todos los cambios que 
se aplique al contrato original se deben hacer públicos.

RECOMENDACIONES DE POLÍTICAS PÚBLICAS 

Existen muchas brechas de información en la region sobre los 
beneficiarios reales, es decir quién es el dueño o lucra con ciertas 
compañías. Estas brechas lo hacen casi imposible obtener una 
imagen completa de la actividad de la compañía.
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2. CENTRARSE EN EL 
    PROPÓSITO DE LOS DATOS Y 		
    EL DESARROLLO DE 
    CAPACIDADES DIGITALES A       	
    LARGO PLAZO. 

Identificar las correlaciones comunes de corrup-
ción y contínuamente hacer referencias cruzadas 
entre bases de datos.

Establecer metas enfocadas es clave para identificar el 
tipo de patrones inherentes a las redes de corrupción y a la 
captura de los procesos del Estado. Por ejemplo, 15 de los 
20 principales donantes de las campañas políticas en Brasil 
se vieron involucrados en el caso Lava Jato, mientras las 
investigaciones llevadas a cabo en Estados Unidos reflejan 
que las donaciones corporativas que se dan a los políticos 
pueden orientar los contratos hacia las organizaciones 
donantes, especialmente cuando hay debilidad 
institucional.75 Los gobiernos y las organizaciones de la 
sociedad civil deben explorar el potencial que ofrecen, por 
ejemplo, los algoritmos para la minería de datos y hacer 
de forma consistente una referencia cruzada entre las 
bases de datos relacionadas con el financiamiento de las 
campañas políticas y con las contrataciones públicas, ya 
que puede resultar muy valiosa para rastrear la influencia 
que se logra con ese dinero y mantener bien vigilados a los 
actores riesgosos. 

Inclusión de tecnologías y publicación de datos 
con un claro fin anticorrupción. 

En situaciones de captura del estado, o cualquier otra red 
de corrupción arraigada, la eliminación individual de las 
entidades corruptas, por sí sola, no cambiará la lógica del 
sistema. Los procesamientos agresivos, como el de Lava 
Jato, deben ir acompañados de planes de entrenamiento 
digital a largo plazo y de amplio alcance, no solo con el 
fin de publicar la mayor cantidad posible de datos, sino 
para hacerlo con una expresa meta anticorrupción. Crear 
programas de IA, ya sean nacionales o localizados, 
como la herramienta Arachne de la Comisión Europea, 
o el sistema BRIAS de Corea del Sur, puede ser útil 
en la identificación de los proyectos o entidades que 
reflejan mayor riesgo, dentro de los datos masivos de las 
contrataciones gubernamentales y, por ende, ayudar a que 
los gobiernos eviten las prácticas corruptas a través de 
un minucioso monitoreo de los proyectos de alto riesgo. 
Siempre y cuando exista la capacidad de hacerlo, pensar 
en la aplicación de tecnologías DLT para el manejo de los 

contratos públicos puede ser beneficioso. Gobiernos76 y 
el sector privado77 están avanzando rápidamente a fin de 
patrocinar el desarrollo experimental de las aplicaciones 
de blockchain; por ejemplo, la solución Teneris78 de la 
empresa argentina Signatura  ofrece aplicar las tecnologías 
DLT al intercambio de documentos–de licitaciones y 
contratos–en los procesos públicos de compra, a fin de 
asegurar su integridad. Las DLT facilitan la verificación de 
la entidad y de la documentación debido a que aumentan 
los costos de manipular los contratos:  las redes enteras 
se ven comprometidas. Además, en el contexto de la 
administración pública, al ofrecer una recompensa por 
identificar irregularidades que, de por sí, dependen de 
la continuidad lograda con la integridad del sistema 
(por ejemplo, una recompensa en Bitcoin o cualquier 
otra criptomoneda para los usuarios que monitorean el 
proceso, que solo tienen valor si la tecnología DLT se sigue 
monitoreando en forma efectiva), estas tecnologías pueden 
generar un mecanismo de retroalimentación que se refuerce 
a sí mismo e impida o haga fracasar cualquier posible 
práctica corrupta. Los funcionarios gubernamentales de 
los organismos encargados de manejar el proceso de 
licitación y supervisar la implementación del proyecto, así 
como los de las fiscalías, deben recibir entrenamiento para 
el uso de estas tecnologías. 

Investigaciones como Lava Jato 
deben ir acompañados de planes 
de entrenamiento digital a largo 
plazo y de amplio alcance, no 
solo con el fin de cargar la mayor 
cantidad posible de datos, sino 
para hacerlo con una expresa meta 
anticorrupción. 
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3. CREAR ALIANZAS 
    PROACTIVAS CON LA 
    SOCIEDAD CIVIL PARA 
    DESARROLLAR TECNOLOGÍAS     	
    PARA LA TRANSPARENCIA. 

Establecer intercambios de buenas prácticas. 

En muchos casos, los organismos gubernamentales que 
carecen de financiamiento para combatir la corrupción se 
pueden beneficiar de los grupos de la sociedad civil que 
ya trabajan en anticorrupción.79 Los organismos guberna-
mentales y los funcionarios a cargo de las investigaciones 
y las políticas relacionadas con las contrataciones públicas 
deben acercarse rutinariamente y colaborar con las organi-
zaciones que se especializan en identificar y exponer los 
casos de corrupción, tales como los grupos de tecnologías 
cívicas y las plataformas de periodismo investigativo que 
trabajan con grandes bases de datos, con el fin de manten-
erse actualizados respecto a las mejores prácticas y los 
nuevos programas en materia de anticorrupción y también 
para comprender mejor cómo deben entrenar al personal 
para monitorear y detectar la corrupción. Igualmente, los 
gobiernos y/o empresas privada pueden servir como fuente 

de financiamiento para proyectos con gran uso o potencial 
de anticorrupción. 
Designar un claro punto de contacto en los organis-
mos gubernamentales que rinda cuentas a los que 
denuncian con la ayuda de la tecnología. 

Los gobiernos deben designar a un funcionario, en el organ-
ismo gubernamental pertinente–la policía, la fiscalía, los 
organismos encargados del manejo de proyectos, o cual-
quier otro similar–para que atienda a las organizaciones de 
la sociedad civil y del sector privado que deseen presentar 
pruebas de corrupción y compartir su trabajo o las herra-
mientas que usan para la detección del corrupción. 

Además, crear protecciones específicas para los denun-
ciantes que deseen reportar algún caso de corrupción ex-
istente por las aplicaciones tecnológicas resulta esencial 
para animarlos a seguir haciendo su trabajo. 

4. RECLUTAR AL SECTOR 
    PRIVADO

Trabajar hacia la escalabilidad de los programas 
piloto eficientes. 

Iniciativas apoyadas por el sector privado, tales como las 
Tecnologías para la Integridad y otros programas que ofre-

EJEMPLO: FONDO DEL SECTOR PRIVADO PARA HACKS

La Iniciativa para la Asociación Contra la Corrupción (Partnering Against Corruption Initiative – PACI) del World 
Economic Forum y Citi convocaron a un consorcio de organizaciones del sector privado y organizaciones 
multilaterales simpatizantes–incluyendo el BID, el Fondo Monetario Internacional, Mastercard, Facebook y Price 
Waterhouse Coopers (PWC)–para lanzar el programa Tecnologías para la Integridad (T4I)80, cuya meta es 
identificar y financiar propuestas de tecnología destinadas a luchar contra la corrupción. Los concursantes del 
programa T4I presentan sus propuestas y los finalistas seleccionados forman parte de un programa virtual de 
aceleración, incluyendo tutorías y apoyo. En la versión inaugural del programa en 2017, se seleccionaron más de 
213 participantes de 34 países y se asignó un monto de más de $5 millones, en especie, a las distintas soluciones 
tecnologías. En el proceso de diseño de T4I, Citi colaboró con sus socios para identificar más de 73 “Puntos Críticos 
de Integridad” para que los participantes enfocaran sus esfuerzos en ellos. La transparencia en los procesos 
de compra y las herramientas para aumentar la transparencia fueron los puntos que, como era de esperarse, se 
identificaron como los más importantes para los desarrolladores. 

RETOS ABORDADOS:
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cen capital semilla para desarrollar programas piloto en el 
área anticorrupción son esenciales a fin de incrementar el 
potencial y la eficiencia de las nuevas tecnologías. A través 
de una mayor adopción y conocimiento de las nuevas tec-
nologías que maximizan y promuevan la transparencia, el 
sector privado puede ayudar a reducir el riesgo de corrup-
ción que se genera al hacer negocios. 

Premiar la transparencia y las prácticas de 
negocios honestas. 

Los riesgos que corre el sector privado de incurrir en ac-
tos de corrupción están bien documentados. Según una 
encuesta llevada a cabo por PwC, un 44 por ciento de los 
ejecutivos globales indicaron que evitan ciertos mercados 
debido a la corrupción y un 40 por ciento indicó haber per-
dido licitaciones debido a funcionarios corruptos. Evitar 
o negarse a hacer negocios con ciertos gobiernos que no 
cumplen, o no están en vías de cumplir los estándares de 
transparencia descritos anteriormente es otra manera de 
ayudar a elevar los estándares para hacer negocios. El sec-
tor privado puede trabajar a fin de crear “insignias” o “pre-
mios” para los gobiernos que cumplan los estándares de 
transparencia más altos.

El seguimiento es un factor esencial para aprovechar el po-
tencial de las nuevas tecnologías. Mientras los gobiernos, 
grupos de la sociedad civil, y el sector privado comiencen 
a emprender las reformas antes indicadas, deberán esta-
blecer mecanismos para supervisar o registrar los éxitos 
logrados, publicando los detalles del progreso alcanzado 
de manera comprensible, oportuna y transparente. 
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Las conclusiones y recomendaciones en este reporte están parcialmente basadas en el diálogo de una mesa redonda 
organizada en febrero 2019 por el Centro para América Latina Adrienne Arsht del Atlantic Council y el programa de 
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Ronald Fischer (Universidad de Chile), Mary Beth Goodman (New America), Dr. Rodrigo Janot (ex Fiscal General de 
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